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Con fecha 5 de octubre de 2011 
tuvo entrada en este Consejo el escrito 
de la Consejería de Educación, Forma-
ción y Empleo, en el que remite el “Pro-
yecto de Decreto por el que se establece 
la competencia para declarar servicios 
mínimos a realizar por trabajadores 
convocados a huelga, contratados por 
empresas, entidades o instituciones 

DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECE 
LA COMPETENCIA PARA DECLARAR SERVICIOS MÍNIMOS A REALIZAR 
POR TRABAJADORES CONVOCADOS A HUELGA, CONTRATADOS POR 
EMPRESAS, ENTIDADES O INSTITUCIONES QUE PRESTEN SERVICIOS 

PÚBLICOS O DE RECONOCIDA E INAPLAZABLE NECESIDAD EN EL ÁMBITO 
DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 
16 de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de 
Murcia, en su sesión celebrada el día 30 de noviembre de 2011, acuerda aprobar, por 
unanimidad, el siguiente:

D i c t a m e n
I. ANTECEDENTES

que presten servicios públicos o de 
reconocida o inaplazable necesidad en 
el ámbito de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia”, para que este 
Órgano emita el preceptivo dictamen 
previsto en el artículo 5.a) de la Ley 
3/1993, de 16 de julio, por la que se 
crea el Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia.
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El artículo 28 de la Constitución 
reconoce el derecho de huelga de los 
trabajadores para la defensa de sus inte-
reses al tiempo que determina que la Ley 
que regule el ejercicio de este derecho 
establecerá las garantías precisas para 
asegurar el mantenimiento de los servi-
cios esenciales de la comunidad.

Como es sabido no ha se ha elabo-
rado, tras la aprobación de la Consti-
tución, una Ley que regule el ejercicio 
de este derecho. Como consecuencia 
de esta ausencia de la Ley en la que 
la Norma Fundamental dispone que se 
deben establecer las garantías precisas 
para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, la 
regulación en esta materia está contenida 
en el Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de 
marzo, sobre Relaciones de Trabajo que, 
en su artículo 10, prescribe que cuando la 
huelga se declare en empresas encarga-
das de la prestación de cualquier género 
de servicios públicos o de reconocida 
e inaplazable necesidad y concurran 
circunstancias de especial gravedad, la 
autoridad gubernativa podrá acordar 
las medidas necesarias para asegurar 
el funcionamiento de los servicios. El 
Gobierno, asimismo, podrá adoptar a 
tales fines las medidas de intervención 
adecuadas.

En el sistema de distribución de com-
petencias entre el Estado y las Comunida-
des Autónomas, en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 149.1.7ª de la Constitución, 
el Estado tiene la competencia exclusiva 
sobre la legislación laboral; sin perjuicio 
de su ejecución por los órganos de las 
Comunidades Autónomas.

Conforme a esta distribución consti-
tucional de las competencias en materia 
laboral el artículo 12.1.10 del Estatuto de 
Autonomía de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia atribuye en su 
artículo 12.1.10 a esta Comunidad la fun-
ción ejecutiva en materia Laboral, en los 
términos que establezcan las leyes y las 
normas reglamentarias que en desarrollo 
de su legislación dicte el Estado.

En relación con esta regulación pue-
de concluirse que no caben dudas desde 
el punto de vista constitucional sobre la 
legitimidad de la limitación al derecho 
de huelga en supuestos de huelgas que 
afecten a los servicios esenciales de la 
comunidad y que tampoco debe haberlas 
en cuanto a que dicha limitación debe 
realizarse a través de un acto de una au-
toridad pública que, en el ejercicio de sus 
competencias, determine el alcance de la 
limitación de este derecho fundamental.

Pero al nivel normativo constitucio-
nal no se especifica cuál, de todas las 
autoridades públicas existentes, es la que 
tiene la legitimación para limitar el dere-
cho de huelga en estos supuestos. Tam-
poco la especifica la escueta normativa 
preconstitucional (y por tanto previa a la 
existencia del Estado de las Autonomías) 
contenida en el Real Decreto-Ley de Re-
laciones de Trabajo 17/1977 que, como 
es sabido, aún constituye la regulación 
vigente para el derecho de huelga.

Por ello ha sido la jurisprudencia, 
especialmente la jurisprudencia consti-
tucional, la que ha dado los criterios de 
determinación de la autoridad pública 
legitimada para restringir el derecho de 
huelga en supuestos que afecten a los 
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servicios esenciales de la comunidad. 
La jurisprudencia constitucional señala 
que la autoridad legitimada para el es-
tablecimiento de los servicios mínimos 
en supuestos de huelga que afecten a 
servicios esenciales de la comunidad, es 
la autoridad titular o garante del servicio 
público en el que se desarrolle la huelga. 
Asimismo el Tribunal Constitucional ha 
especificado que esta autoridad ha de 
establecer los servicios mínimos a través 
de un órgano político, y no meramente 
administrativo.

A partir de estas premisas, teniendo 
en cuenta el modelo descentralizado de 
distribución competencial entre el Esta-
do, las Comunidades Autónomas, y las 
entidades locales, todas ellas titulares 
o garantes de sus respectivos servicios  
públicos, y dotadas todas ellas de órganos 
de naturaleza política, debe constatarse la 
existencia de una multiplicidad de enti-
dades públicas legitimadas para la deter-
minación, en sus respectivos ámbitos, de 
los servicios mínimos en caso de huelga 
que afecte a los servicios esenciales de 
la comunidad. En este contexto puede 
afirmarse que existe un cierto grado de 
inseguridad jurídica del que se deriva en 
ocasiones cierta litigiosidad para determi-
nar los ámbitos en que han de actuar cada 
una de las Administraciones legitimadas 
en esta restricción.

En este sentido debe reseñarse que 
las recientes reformas de los Estatutos 
de Autonomía de Cataluña y Andalucía 
han abordado la cuestión del ámbito 
competencial para el establecimiento de 
los servicios mínimos en los servicios 
esenciales en caso de huelga. Así el 

Estatuto Catalán dispone en su artículo 
170.1.i que corresponde a la Generalitat 
la competencia ejecutiva en materia de 
trabajo y relaciones laborales, que inclu-
ye en todo caso (…) la determinación de 
los servicios mínimos de las huelgas que 
tengan lugar en Cataluña.

Por su parte, el Estatuto Andaluz 
determina en su artículo 63.1.5º, con un 
tenor literal análogo al su homólogo ca-
talán, que corresponden a la Comunidad 
Autónoma, en el marco de la legislación 
del Estado, las competencias ejecutivas en 
materia de empleo y relaciones laborales, 
que incluyen en todo caso (…) la deter-
minación de los servicios mínimos de las 
huelgas que tengan lugar en Andalucía.

En relación con estos preceptos de 
ambos estatutos de autonomía se ha 
producido la paradoja de que el corres-
pondiente al Estatuto de Autonomía de 
Cataluña ha sido objeto de un recurso de 
inconstitucionalidad mientras que el del 
Estatuto de Andalucía no lo ha sido. Por 
ello el Tribunal Constitucional ha podido 
pronunciarse sobre la disposición del Es-
tatuto Catalán, mientras que no lo puede 
hacer sobre el de la Comunidad Anda-
luza. El Tribunal Constitucional resume 
en la Sentencia 31/2010, de 28 de junio 
de 2010 su doctrina acerca del ámbito 
competencial entre administraciones para 
la determinación de los servicios mínimos 
en el caso de huelgas que afecten a los 
servicios esenciales para la comunidad 
en los siguientes términos:

“La determinación de los servicios 
mínimos de las huelgas que tengan lugar 
en Cataluña” es otro de los cometidos 
que, de acuerdo con el art. 170.1 i) EAC, 
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incluye en todo caso la competencia 
ejecutiva de la Generalitat en materia 
de trabajo y relaciones laborales. In-
clusión que los recurrentes impugnan 
en la medida en que, a su juicio, el 
precepto no atiende al eventual ámbito 
supraautonómico de las huelgas ni a la 
competencia estatal sobre determinados 
servicios esenciales, contrariando así la 
doctrina establecida en la STC 233/1997, 
de 18 de diciembre. 

Es doctrina constitucional reiterada 
que el establecimiento de garantías en los 
servicios esenciales con ocasión de una 
huelga se incluye entre los “actos de eje-
cución de la legislación del Estado que, 
sin perjuicio de su carácter normativo, 
entran en la esfera competencial de las 
CC.AA.” (STC 86/1991, de 25 de abril, 
FJ 4), del mismo modo que “la autoridad 
gubernativa a quien corresponde deter-
minar el mínimo de mantenimiento del 
servicio, a fin de preservar los derechos 
o bienes constitucionales comprometidos 
por la huelga, es aquella autoridad, esta-
tal o autonómica, que tiene competencia 
y, por consiguiente, la responsabilidad 
política del servicio en cuestión” (STC 
233/1997, de 18 de diciembre FJ 6; 
con cita de las SSTC 33/1981, de 5 de 
noviembre, y 27/1989, de 3 de febrero).

De lo anterior se desprende que la 
Generalitat puede ser competente para la 
determinación de los servicios mínimos 
en caso de huelga en servicios esenciales 
para la comunidad, según quiere el art. 
170.1 i) EAC, si bien sólo en los casos 
en los que le corresponde “la responsa-
bilidad política del servicio en cuestión”, 
únicamente en el ámbito territorial en 

el que la Generalitat es competente. Al 
margen quedan, por tanto, los supuestos 
de huelga en servicios esenciales que, 
radicados o prestados en territorio ca-
talán —y sólo en él o también en otros 
territorios—, son de la competencia del 
Estado por corresponderle la responsa-
bilidad política del servicio en cuestión.

Así entendido ha de desestimarse la 
impugnación del art. 170.1 i) EAC.

De este modo en esta importante 
Sentencia del Tribunal Constitucional se 
delimita de forma directa el alcance de 
las competencias autonómicas para el 
establecimiento de los servicios mínimos 
en los casos de huelga que afecte a los 
servicios esenciales de la comunidad, per-
filándola en un doble aspecto. En primer 
lugar, la competencia autonómica puede 
ejercerse sobre aquellos servicios esen-
ciales sobre los que la Comunidad Autó-
noma tenga atribuida la responsabilidad 
política del servicio. En segundo lugar, 
dicha competencia puede ser ejercida úni-
camente en el ámbito territorial en el que 
Comunidad Autónoma es competente.

La Comunidad Autónoma de la Re-
gión de Murcia sólo ha establecido de 
forma expresa la autoridad competente 
para el establecimiento de los servicios 
mínimos en los casos de huelga en la Ad-
ministración Pública de la Región de Mur-
cia atribuyendo dicha cualidad al Consejo 
de Gobierno que los establecerá mediante 
Decreto, a propuesta de la Consejería 
correspondiente, conforme establece el 
artículo 11.2.m) del Texto Refundido de la 
Ley de la Función Pública de la Región de 
Murcia, aprobado por Decreto Legislativo 
1/2001, de 26 de enero.
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No está, pues, determinada de forma 
expresa, en el ámbito competencial de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia la autoridad competente para el 
establecimiento de los servicios mínimos 
en caso de la huelgas que no se circuns-
criban al ámbito de la Función Pública 
de la Región de Murcia.

En relación con este ámbito del ejer-
cicio del derecho de huelga es conveniente 
señalar que la mayoría de las Comunida-
des Autónomas no han dictado una regu-
lación expresa. Sin embargo deben citarse, 
entre las excepciones a esta situación, a las 
Comunidades Autónomas de Andalucía, 
Cataluña y Valencia por el hecho de que 
en estas tres la regulación ha optado por 
partir del presupuesto de que la autoridad 
competente para el establecimiento de los 
repetidos servicios mínimos es el Consejo 
de Gobierno por lo que las normas en las 
que se ha abordado la determinación ex-
presa de la citada autoridad han articulado 
la misma en la forma de una delegación 
general en las Consejerías que designan 

de las competencias en la materia de los 
correspondientes Consejos de Gobierno. 
Las normas en las que se contienen las 
citadas disposiciones autonómicas son las 
siguientes:

Decreto 26/1986, de 24 de febrero, 
del Consell de la Generalitat Valenciana 
en la Consellería de Trabajo y Seguridad 
Social.

Decreto 120/1995, de 24 de marzo, 
por el que se delega en el Consejero de 
Trabajo la facultad de establecer los ser-
vicios mínimos para el mantenimiento de 
los servicios esenciales en caso de huelga.

Acuerdo del Consejo de Gobierno 
de la Junta de Andalucía de 5 de octubre 
de 1983, (BOJA de 25 de octubre) por el 
que se delega la facultad de declaración 
de servicios mínimos, en los supuestos de 
huelgas en empresas de servicios públicos 
en la Consejería de Trabajo y Seguridad 
Social y en la Consejería competente en 
cada caso por razón de la materia, que 
la aprobarían mediante Orden conjunta.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO
 

El Proyecto de Decreto por el 
que se establece la competencia para 
declarar servicios mínimos a realizar 
por trabajadores convocados a huelga, 
contratados por empresas, entidades 
o instituciones que presten servicios 
públicos o de reconocida e inaplazable 
necesidad en el ámbito de la Comuni-
dad Autónoma de la Región de Murcia 
está integrado por el Preámbulo, tres 

artículos, una Disposición Final y un 
Anexo.

El Preámbulo comienza haciendo 
referencia al reconocimiento del derecho 
a la huelga de los trabajadores por el ar-
tículo 28.2 de la Constitución así como 
a la limitación del mismo que establece 
el mismo precepto al señalar que la ley 
que regule el ejercicio de este derecho 
establecerá las garantías precisas para 
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asegurar el mantenimiento de los servi-
cios esenciales de la comunidad.

Reseña asimismo el artículo 10 
del Real Decreto Ley 17/1977. de 4 de 
marzo, sobre relaciones de trabaja, que 
determina que la “autoridad gubernativa” 
tiene la competencia para acordar las 
medidas necesarias para asegurar el fun-
cionamiento de los servicios esenciales 
de la comunidad.

A continuación pone de relieve la 
doctrina del Tribunal Constitucional en 
la materia que establece por un lado que 
la referencia a la “autoridad gubernativa” 
se debe entender realizada al Gobierno 
o a aquellos órganos del Estado que 
ejerzan potestades de gobierno y, por 
otro, que “la fijación de los servicios 
mínimos en caso de huelga requiere que 
el órgano que los adopta se halle en una 
posición supra partes y que, además, se 
encuentre revestido de autoridad política 
ya que se trata, en definitiva, de privar a 
un conjunto de ciudadanos en un caso 
concreto de un derecho constitucional”, 
y no puede adoptarse por un órgano de 
mera gestión; por tanto según el Tribunal 
Constitucional “la fijación de los servi-
cios mínimos sólo corresponde a quien 
tiene responsabilidades y potestades de 
gobierno”.

Asimismo deja constancia del carác-
ter exclusivo de la competencia estatal 
en materia de legislación laboral, corres-
pondiendo a la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, conforme a lo 
establecido en el artículo 12.1.10 del 
Estatuto de Autonomía, la función ejecu-
tiva en materia laboral, en los términos 
que establezcan las leyes y las normas 

reglamentarias que en desarrollo de su 
legislación dicte el Estado.

Finaliza el Preámbulo señalando que 
corresponde promulgar una norma que 
regule a nivel autonómico la distribución 
de competencias para que la “autoridad 
gubernativa” declare servicios mínimos 
a realizar por trabajadores convocados a 
huelga en empresas que presten servicios 
públicos o de reconocida e inaplazable 
necesidad.

El artículo 1 dispone que el objeto 
de Proyecto de Decreto es el estableci-
miento de la competencia para la fijación 
de los servicios mínimos esenciales a 
realizar por trabajadores convocados 
a huelga, contratados por empresas, 
entidades o instituciones que presten 
servicios públicos o de reconocida e 
inaplazable necesidad en el ámbito de 
la Región de Murcia en materias sobre 
las cuales la Comunidad Autónoma tenga 
competencia.

Asimismo establece que el Proyec-
to de Decreto no será de aplicación al 
personal que integra la Función Pública 
Regional.

El artículo 2 prescribe que el expe-
diente que establezca los servicios míni-
mos esenciales en caso de comunicación 
de una huelga de trabajadores contratados 
por empresas, entidades o instituciones 
que presten servicios públicos o de 
reconocida e inaplazable necesidad se 
tramitará:

a) Se tramitará por la Dirección Ge-
neral competente en materia de trabajo 
(ejecución de la legislación laboral) y 
se resolverá por orden del titular de la 
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Consejería que tenga tal competencia, a 
propuesta de las Consejerías competentes 
por razón de las materias o sectores afec-
tado por la huelga, si esta es de empresa 
o sectorial.

b) Se tramitará por la Conseje-
ría competente en materia de trabajo 
(ejecución de la legislación laboral), y 
teniendo en cuenta las propuestas de los 
titulares de cada una de las Consejerías 
competentes por razón la materia, se re-
solverá mediante decreto del Consejo de 
Gobierno, si la huelga es general.

El artículo 3 determina el procedi-
miento y establece que la Autoridad La-
bora trasladará a la Consejería, organismo 
o entidad competente la comunicación de 
huelga para que en el plazo de 48 horas su 
titular remita a la Autoridad Laboral una 
propuesta de servicios mínimos acompa-
ñada de un informe técnico que justifique 

los servicios mínimos a realizar y de un 
resumen de los mismos en el modelo que 
se incorpora en el Anexo del Proyecto 
de Decreto.

En el plazo de 10 días desde la co-
municación de la huelga a la Autoridad 
Laboral deberá dictarse la Orden corres-
pondiente, en el caso de que la huelga sea 
de empresa o sectorial, o el Decreto, en 
el supuesto de huelga general.

La Disposición Final Única esta-
blece la entrada en vigor del Proyecto 
de Decreto al mes de su publicación 
en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia.

El Anexo incorpora el modelo de 
cuadro de servicios mínimos que debe 
ser remitido por la Consejería, organis-
mo o entidad competente a la Autoridad 
Laboral.

III. OBSERVACIONES

El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positi-
vamente el Proyecto de Decreto por 
el que se establece la competencia 
para declarar servicios mínimos a 
realizar por trabajadores convocados 
a huelga, contratados por empresas, 
entidades o instituciones que presten 
servicios públicos o de reconocida e 
inaplazable necesidad en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia porque mediante el mismo se 
dota de mayor seguridad jurídica al sis-
tema constitucional de garantía tanto del 

derecho de huelga como de los derechos 
que la comunidad tiene en caso de que 
se vean afectados los servicios esencia-
les de la misma. Esta mayor seguridad 
jurídica cobra especial relevancia dada 
la premura con la que deben adoptarse 
las decisiones por parte de la autoridad 
competente como consecuencia de los 
plazos legalmente establecidos para la 
determinación de dichos servicios en 
caso de huelga.

Esta Institución considera que, dado 
que el Tribunal Constitucional se ha 
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pronunciado recientemente de forma 
específica sobre la cuestión del ámbito 
competencial de las Comunidades Au-
tónomas para el establecimiento de los 
servicios mínimos en el caso de huelgas 
que afecten a los servicios esenciales 
de la comunidad, sería conveniente que 
el Proyecto de Decreto se adaptase de 
forma más explícita a la terminología 
que utiliza dicho Tribunal, delimitando 
expresamente su objeto, en el artículo 
1, al ámbito territorial de la Región de 
Murcia y a los servicios sobre los que la 
Comunidad Autónoma tenga competen-
cia. Esta precisión redundaría en un ma-
yor reforzamiento de la seguridad jurídica 
que constituye la finalidad fundamental 
de la norma sometida a dictamen de este 
organismo.

Con la misma finalidad de reforzar la 
seguridad jurídica, en opinión del Conse-
jo Económico y Social, la expresión ser-
vicios mínimos esenciales que se incluye 
en el párrafo primero del artículo 1 y 
en el párrafo primero del artículo 2 
debería modificarse para suprimir el adje-
tivo esenciales. Y ello porque el término 
esenciales corresponde a los servicios, 
tal y como establece el artículo 28 de 
la Constitución, pero no a los servicios 
mínimos que son aquellos que, conforme 
prescribe el citado precepto, establecen 
las garantías precisas para asegurar el 
mantenimiento de los servicios esenciales 
de la comunidad.

Por otra parte, a juicio de este Orga-
nismo sería conveniente, por la trascen-
dencia que la misma tiene en relación 
directa con el objeto del Preámbulo del 
Proyecto de Decreto, que se incluyese, 

entre las referencias a la Jurisprudencia 
Constitucional, la relativa a la Sentencia 
31/2010, de 28 de junio de 2010.

Sin perjuicio de esta valoración 
positiva el CESRM considera, en aras 
a evitar posibles discrepancias sobre la 
forma en la que el Proyecto de Decreto 
atribuye las competencias a la Consejería 
competente en materia de trabajo que 
pudieran derivar en litigiosidad sobre esta 
cuestión, que debería tenerse en cuenta 
la propuesta contenida en el informe del 
Servicio Jurídico de la Secretaría Ge-
neral de la Consejería de Presidencia y 
Administraciones Públicas, en el sentido 
de que la competencia del Consejero 
competente en materia de trabajo para la 
determinación de los servicios mínimos 
en caso de huelga sectorial o empresa-
rial se establezca mediante delegación 
del Consejo de Gobierno y no mediante 
atribución directa de la misma. 

Y ello, aparte de las consideraciones 
sustanciales que puedan hacerse sobre la 
cuestión planteada, porque, tal y como 
señala el citado informe, las comunidades 
autónomas que han abordado la determi-
nación expresa del órgano competente 
para la determinación de los servicios 
mínimos en caso de huelga lo han he-
cho instrumentando una delegación de 
competencias de los correspondientes 
consejos de gobierno en las consejerías 
competentes en materia laboral. El citado 
informe cita expresamente a las comu-
nidades catalana y valenciana, y a ellas 
debe añadirse también la andaluza, si 
bien con la particularidad de que la de-
legación de competencias se ha realizado 
en esta comunidad mediante un acuerdo 
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del Consejo de Gobierno y no mediante 
un Decreto como han hecho las otras 
comunidades citadas. 

Es decir, que en la regulación de esta 
cuestión las comunidades autónomas cita-
das han partido del presupuesto de que los 
consejos de gobierno de las comunidades 
autónomas son la autoridad gubernativa 
a la que se refiere el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, 
sobre Relaciones de Trabajo, norma en 
cuya ejecución se elabora el Proyecto 
de Decreto por el que se establece la 
competencia para declarar servicios 
mínimos a realizar por trabajadores 
convocados a huelga, contratados por 
empresas, entidades o instituciones 
que presten servicios públicos o de 
reconocida e inaplazable necesidad en 
el ámbito de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia y es éste órgano 
el que, en uso de sus atribuciones, delega 
el ejercicio de la competencia en otro 
órgano.

Con este enfoque la regulación que 
se apruebe evitaría el planteamiento de 
una controversia jurídica que en nada 
beneficia a la seguridad jurídica que el 
Proyecto de Decreto busca afianzar. 
Asimismo esta forma de abordar la re-
gulación mantendría la coherencia con 
la atribución competencial que en esta 
materia realiza el artículo 11 m) del De-
creto Legislativo 1/2001, de 26 de enero, 
por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley de Función Pública de la Re-
gión de Murcia que atribuye al Consejo 
de Gobierno, como se ha señalado en el 
apartado de observaciones de anteceden-
tes del presente dictamen, la competencia 

para aprobar, a propuesta de la Conse-
jería correspondiente, los decretos que 
garanticen los servicios mínimos en los 
casos de huelga en la Administración 
Pública de la Región de Murcia.

A la vista de las anteriores conside-
raciones el Consejo Económico y Social 
considera que el apartado a) del artículo 
2 debería establecer de forma expresa la 
delegación del Consejo de Gobierno en 
el titular de la Consejería competente 
en materia de trabajo (ejecución de la 
legislación laboral) del ejercicio de la 
competencia para el establecimiento de 
los servicios mínimos en los casos de 
huelga de trabajadores contratados por 
empresas, entidades o instituciones que 
presten servicios públicos o de recono-
cida e inaplazable necesidad cuando la 
huelga sea de empresa o sectorial.

El párrafo cuarto del artículo 3 
dispone que tanto la orden como el de-
creto de servicios mínimos deberán ser 
dictados en el plazo de 10 días naturales 
desde que se comunique a la Autoridad 
Laboral el preaviso de huelga. A juicio 
del CESRM sería conveniente que el 
plazo que determina este precepto se 
estableciese en ocho días naturales para 
garantizar así que los ciudadanos puedan 
conocer con una antelación razonable el 
alcance de los servicios mínimos esta-
blecidos con el fin de que puedan prever 
la repercusión que la huelga vaya a tener 
sobre sus actividades y adaptarse a la 
misma. En caso contrario, al establecer 
como plazo para la determinación de los 
servicios mínimos el mismo que tiene el 
preaviso de huelga pueden ocasionarse, 
en caso de agotamiento del plazo de 10 
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días por parte de la Autoridad Laboral, 
perjuicios a la ciudadanía que pueden 
ser evitados estableciendo, como se ha 

señalado, un plazo para la determinación 
de los servicios mínimos inferior al del 
preaviso para la huelga.

Murcia, a 30 de noviembre de 2011

Vº Bº

El Presidente del Consejo Económico 
y Social

Antonio Reverte Navarro

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social

Isidro Ródenas Ruiz

IV. CONCLUSIONES

El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia valora positiva-
mente el Proyecto de Decreto por el 
que se establece la competencia para 
declarar servicios mínimos a realizar 
por trabajadores convocados a huelga, 
contratados por empresas, entidades 
o instituciones que presten servicios 
públicos o de reconocida e inapla-
zable necesidad en el ámbito de la 

Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia porque mediante el mismo 
se dota de mayor seguridad jurídica al 
sistema constitucional de garantía tanto 
del derecho de huelga como de los de-
rechos que la comunidad tiene en caso 
de que se vean afectados los servicios 
esenciales de la misma, con las obser-
vaciones contenidas en el cuerpo del 
presente dictamen.
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Y EL REGISTRO DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

DE EMPRESAS DE PIENSOS DE LA REGIÓN DE 

MURCIA.
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EL QUE SE ESTABLECE LA COMPETENCIA PARA 

DECLARAR SERVICIOS MÍNIMOS A REALIZAR 

POR TRABAJADORES CONVOCADOS A HUELGA, 

CONTRATADOS POR EMPRESAS, ENTIDADES 

O INSTITUCIONES QUE PRESTEN SERVICIOS 

PÚBLICOS O DE RECONOCIDA E INAPLAZABLE 

NECESIDAD EN EL ÁMBITO DE LA COMUNIDAD 

AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA.

Composición: Compobell, S.L.
ISSN: 1135-3430
Depósito Legal: MU 673-2010




